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Sumario: I. Encuadramiento como acto administrativo tributario de al-
cance general: su impugnación. II. Procedencia de la impugnación por 
vía del “reclamo administrativo impropio” (art. 24, inc. A, ley 19.549) *.

I. Encuadramiento como acto administrativo tributario de alcance 
general: su impugnación

Como es sabido, el titular de la Administración Federal de Ingresos Públi-
cos dicta resoluciones generales con sustento en el art. 7º. del decr. 618/97 (BO, 
14/7/97) 1

* El presente trabajo constituye una nueva publicación, con modificaciones menores de neto 
orden editorial y expresa autorización de la autora, del Capítulo XII de Rodríguez, María José, 
El acto administrativo tributario. Con la aplicación de las garantías del procedimiento adminis-
trativo, Ábaco, Buenos Aires, 2004 pp. 201-205.

1	 Según el art. 7º, decr. 618/97: “El Administrador Federal estará facultado para impartir 
normas generales obligatorias para los responsables y terceros, en las materias en que las leyes 
autorizan a la Administración Federal de Ingresos Públicos a reglamentar la situación de aquellos 
frente a la Administración.

“Las citadas normas entrarán en vigor desde la fecha de su publicación en el Boletín Ofi-
cial, salvo que ellas determinen una fecha posterior, y regirán mientras no sean modificadas por 
el propio Administrador Federal o por el Ministerio de Economía y Obras y Servicios Públicos. 
En especial, podrá dictar normas obligatorias en relación a los siguientes puntos: 1) Inscripción de 
contribuyentes, responsables, agentes de retención y percepción y forma de documentar la deuda 
fiscal por parte de los contribuyentes y responsables. 2) Inscripción de agentes de información y 
obligaciones a su cargo, 3) Determinación de promedios, coeficientes y demás índices que sirvan 
de base para estimar de oficio la materia imponible, así como para determinar el valor de las tran-
sacciones de importación y exportación para la aplicación de impuestos interiores, cuando fuere ne-
cesario. 4) Forma y plazo de presentación de declaraciones juradas y de formularios de liquidación 
administrativa de gravámenes. 5) Modos, plazos y formas extrínsecas de su percepción, así como la 
de los pagos a cuenta, anticipos, accesorios y multas. 6) Creación, actuación y supresión de agentes 
de retención. percepción e información. 7) Libros, anotaciones y documentos que deberán llevar, 
efectuar y conservar los responsables y terceros, despachantes de aduana, agentes de transporte 
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Estas resoluciones claramente encuadran en la categoría del acto ad-
ministrativo de alcance general o reglamento. 2

En efecto, consisten en actos unilaterales de la Administración que 
crean normas jurídicas generales y obligatorias, operando sus efectos en 
el plano externo a través de la regulación de situaciones impersonales y 
objetivas. 3

La Corte Suprema de Justicia de la Nación ha dicho que las normas que 
la Dirección General Impositiva dicta, en ejercicio de las facultades atribuidas 
por el entonces art. 7º de la ley 11.683 (actual art. 7º, decr. 618/97), integran el 
conjunto de disposiciones imperativas que instituyen y regulan la percepción de 
los impuestos y que, por tanto, muestran la misma eficacia que la ley que re-
glamentan, en tanto respeten su espíritu, razón por la cual sólo cabría omitir su 
aplicación cuando mediara un amplio y explícito debate sobre su validez. 4

El artículo 11 del decreto 1397/79, que reputamos vigente, dispone que las 
atribuciones contempladas en los arts. 7º y 8º, de la ley 11.683 (hoy arts. 7º y 8º, 
decr. 618/97) no podrán ser ejercitadas en el mismo acto.

aduanero, importadores, exportadores y demás administrados, fijando igualmente los plazos duran-
te los cuales estos deberán guardar en su poder dicha documentación y en su caso, los respectivos 
comprobantes. 8) Deberes de los sujetos mencionados en el punto anterior ante los requerimientos 
tendientes a realizar una verificación, requerir información -con el grado de detalle que estime 
conveniente- de la inversión, disposición o consumo de bienes efectuado en el año fiscal, cualquiera 
sea el origen de los fondos utilizados (capital, ganancias gravadas, exentas o no alcanzadas por el 
tributo). 9) Suspensión o modificación, fundada y con carácter general, de aquellos requisitos lega-
les o reglamentarios de naturaleza meramente formal, siempre que no afectare el control aduanero, 
la aplicación de prohibiciones a la importación o a la exportación o el interés fiscal. 10) Dictado 
de normas estableciendo requisitos con el objeto de determinar la lícita tenencia de mercadería de 
origen extranjero que se encontrare en plaza, a cuyo efecto podrán exigirse declaraciones juradas de 
existencia, estampillado, marcación de mercadería, contabilización en libros especiales o todo otro 
medio o sistema idóneo para tal fin. 11) Cualquier otra medida que sea conveniente de acuerdo con 
lo preceptuado en el primer párrafo del presente artículo, para facilitar la aplicación, percepción y 
fiscalización de los gravámenes y control del comercio exterior a cargo del organismo”.

2	 La ley 19.549 sigue el criterio de Miguel S. Marienhoff, que considera que el regla-
mento reviste el carácter de acto administrativo, si bien de alcance general (Marienhoff, Miguel 
S., Tratado de derecho administrativo, Abeledo Perrot, Buenos Aires, 1993, t. II, ps. 404 y ss.); en 
posición contraria, Juan C. Cassagne resalta que el reglamento es un acto de legislación y no un 
acto administrativo, sin perjuicio de que resulten de aplicación algunas disposiciones del régimen 
de este último (Cassagne, Juan C., Tratado de derecho administrativo. 6u ed., Abeledo-Perrot, 
Buenos Aires, 2000, t. II, ps. 55 y ss.).

3	 Ver nota anterior.
4	 Fallos, 281:170.
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Al respecto, la Procuración del Tesoro ha advertido que, en la práctica, esta 
norma resulta sumamente difícil de respetar, pues las resoluciones generales, de 
ordinario, involucran simultáneamente una interpretación de carácter general.

De ahí que ha concluido que para tachar de ilegítima una resolución de la 
Dirección General Impositiva por violentar el referido art. 11, ella debe constituir 
simultáneamente de manera manifiesta una reglamentación general (fundada en 
el art. 7º, ley 11.683) y una disposición interpretativa (art. 82 , ley cit.) 5.

II. procedencia de la impugnación por vía del “reclamo 
administrativo impropio” (art. 24, inc. A, ley 19.549)

Cabe preguntarse si estas resoluciones generales, dictadas en el marco de 
la competencia que le confiere al titular de la AFIP el art. 7º del decr. 618/97, 
pueden ser o no impugnadas en sede administrativa y cuál resulta ser la vía pro-
cedimental idónea 6.

a) LA TESIS NEGATIVA. - Respecto de este interrogante, se sustenta que el 
referido art. 7º no prevé ningún recurso específico.

Este argumento ha sido tradicionalmente sostenido por la Dirección Ge-
neral Impositiva de la Administración Federal de Ingresos Públicos en reitera-
das oportunidades, con cita de un precedente de la Secretaría de Hacienda 7, a 
cuyo tenor, cuando se discute la validez de un acto reglamentario del titular de 
la Dirección General Impositiva, dictado en ejercicio de las atribuciones que le 
confería el entonces art. 7º de la ley de rito, actual art. 7º del decr. 618/97, no 
resulta procedente la aplicación supletoria del régimen recursivo de la Ley de 
Procedimientos Administrativos.

 b) LA TESIS FAVORABLE. - En cuanto a la aplicación supletoria de la ley 
19.549, la Procuración del Tesoro había manifestado que las resoluciones gene-
rales y obligatorias del art. 7º de la ley 11.683 no tenían un régimen específico 
de impugnación (recurso) en la propia ley, pero, en cambio, las del art. 8º eran 
apelables a la Secretaría de Estado de Hacienda.

Por ello, en los casos de resoluciones obligatorias fundadas en el art. 7º, de-
bían aplicarse las normas generales de procedimiento en virtud de su aplicación 
supletoria dispuesta por los arts. 2º, ley 19.549, y 1º, decr. 9101/72, y los recursos 
contra dichos actos debían calificarse como jerárquicos –art. 89, decr. 1759/72- 
(Dictámenes, 154:431).

Más recientemente, este organismo asesor sentó, como doctrina obligatoria 
para el Cuerpo de Abogados del Estado, que la ausencia de previsión de una vía 

5	 Dictámenes, 154:431.
6	 Hasta el dictado del DNU 618/97, las resoluciones generales estuvieron reguladas por 

el art. 7º de la ley 11.683.
7	 Ver los dictámenes 183/89, Direc. de Asuntos Legales de la DGI, del 19/9/89) 24/96, 

Direcc. de Asesoría Legal (AFIP-DGI), del 25/4/96; 41/96, de la misma Dirección, del 3/5/96.
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recursiva específica autoriza la aplicación supletoria de la ley 19.549 y su regla-
mentación (Dictámenes, 239:554).

En el precedente al que hacemos referencia se sostuvo que así estaba pre-
visto de manera expresa en el art. 2º del decr.722/96, según texto modif. por decr. 
1155/97, -BO, 8/7/96 y 11/11/97, respect.- (ver también arts. 116, ley 11.683 
-t.o.1998-, y 35, decr. 1397/79 y Fallos, 303:380 y 303:794).

Así, mediante la aludida aplicación supletoria de la ley 19.549, se encuadró 
formalmente el reclamo examinado en los términos de su art. 24, inc. a.

Resulta interesante remarcar que el alto organismo asesor consideró que las 
resoluciones generales deben ser impugnadas a través del reclamo, denominado 
“impropio” por la doctrina, en concordancia con su tradicional jurisprudencia 
administrativa, según la cual los actos de alcance general se impugnan a través 
del reclamo y no por la vía recursiva 8.

Giuliani Fonrouge Y Navarrine, citados en ese dictamen 9, propician, en 
cambio, la impugnación de las resoluciones generales a través del recurso jerár-
quico, temperamento que, si bien es coincidente con la solución aconsejada en el 
dictamen que inicia este punto (Dictámenes, 154:431), no armoniza con el estado 
actual de evolución de la doctrina que sienta el organismo asesor.

La vía reclamativa postulada posteriormente por la Procuración del Tesoro 
(Dictámenes, 239:554) para la impugnación directa de las resoluciones generales 
presenta mayores garantías que la recursiva, en tanto no existe plazo para la in-
terposición del reclamo, salvo los de prescripción.

8	 Dictámenes, 210:137; 212:388; 213:291; 233:348, entre muchos otros.
9	 Giuliani Fonrouge, Carlos M., y Navarrine, Susana C., Procedimiento tributario y 

de la seguridad social, 7º ed., DepaIma, Buenos Aires, 1999, p. 38.
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